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Comisión Europea: Paquete de procedimientos 
de infracción de noviembre. Decisiones 
relativas a España 

 

En su paquete mensual de decisiones sobre procedimientos de infracción, la Comisión Europea 

emprende acciones jurídicas contra diversos Estados miembros por no haber cumplido 

adecuadamente las obligaciones que les incumben en virtud del Derecho de la Unión. Estas 

decisiones, que abarcan distintos sectores y ámbitos de actuación de la UE, pretenden 

garantizar la correcta aplicación del Derecho de la Unión en beneficio de los ciudadanos y de 

las empresas. 

A continuación, se presentan las principales decisiones adoptadas por la Comisión en materia 

fiscal, relativas a España. Puedes acceder al paquete de procedimientos de infracción completo 

en el siguiente link. 

 

1.- Responsabilidad patrimonial del Estado legislador 

La Comisión Europea lleva a España ante el Tribunal de Justicia por sus normas sobre la 

compensación de los daños y perjuicios sufridos por particulares por infracción del Derecho 

de la UE 

La Comisión Europea ha decidido llevar a España ante el Tribunal de Justicia de la UE en relación 

con las normas españolas sobre compensación por los daños y perjuicios causados por el Estado 

al adoptar legislación contraria al Derecho de la Unión. A raíz de las denuncias recibidas sobre 

determinadas disposiciones españolas que regulan la compensación por daños y perjuicios 

causados por actos legislativos contrarios al Derecho de la Unión, la Comisión Europea inició un 

procedimiento de infracción el 14 de junio de 2017, al considerar que estas disposiciones 

infringen los principios de efectividad y/o equivalencia. Estos principios limitan la autonomía 

procesal y sustantiva de los Estados miembros al establecer las condiciones de responsabilidad 

en caso de infracción del Derecho de la Unión. En primer lugar, la legislación española supedita 

la compensación a una serie de condiciones acumulativas: debe haber una sentencia del 

Tribunal de Justicia de la Unión Europea por la que se declare que un acto legislativo español 

vulnera el Derecho de la Unión; la parte perjudicada debe haber obtenido, en cualquier caso, 

una sentencia firme por la que se desestime un recurso contra la decisión administrativa que 

causó el daño; y la parte perjudicada debe haber alegado la infracción del Derecho de la Unión 

durante dicho procedimiento de recurso. Según la jurisprudencia consolidada, estas condiciones 

hacen excesivamente difícil la concesión de indemnizaciones por parte del Estado por 

infracciones del Derecho de la Unión y, por tanto, violan el principio de efectividad. En segundo 

lugar, las normas españolas establecen condiciones menos favorables en lo referente a la 
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responsabilidad del Estado derivada de una infracción del Derecho de la Unión que en el caso 

de la responsabilidad fruto de infracciones de la Constitución Española. Se trata de una violación 

del principio de equivalencia. 

En su respuesta a la carta de emplazamiento de la Comisión de 2017, las autoridades españolas 

consideraron que el sistema de responsabilidad del Estado era conforme con el Derecho de la 

Unión. Dado que esta respuesta no era satisfactoria, el 26 de enero de 2018 la Comisión emitió 

un dictamen motivado en el que reiteraba sus argumentos. Las autoridades españolas 

respondieron el 26 de marzo y enviaron una respuesta complementaria el 21 de diciembre. Se 

produjeron más contactos e intercambios entre las autoridades españolas y la Comisión, pero 

hasta la fecha no se ha logrado ningún avance. Por lo tanto, la Comisión ha decidido llevar a 

España ante el Tribunal de Justicia, con arreglo al artículo 258 del Tratado de Funcionamiento 

de la Unión Europea (TFUE). 

 

2.- Régimen especial de reestructuraciones societarias 

La Comisión pide a España que elimine las condiciones indebidamente restrictivas de los 

diferimientos fiscales en los casos de escisiones de empresas 

La Comisión ha decidido hoy enviar un dictamen motivado a España en el que le solicita que 

elimine las condiciones de la legislación española contrarias a las normas de la UE sobre fusiones, 

que tienen por objeto garantizar que la reorganización de empresas, como las fusiones y las 

escisiones, no se vea obstaculizada por cuestiones tributarias en el momento de la 

reestructuración (Directiva 90/434/CEE del Consejo). La tributación de las plusvalías resultantes 

de dicha reorganización deberá diferirse a una venta o enajenación posterior de los activos y las 

acciones. No obstante, la legislación española establece condiciones indebidamente restrictivas 

para determinados tipos de escisiones de empresas. El diferimiento del pago del impuesto no 

se concederá si los accionistas de la sociedad escindida no reciben la misma proporción de 

acciones en todas las sociedades resultantes de la escisión, a menos que los activos adquiridos 

sean ramas de actividad. Si España no actúa en los próximos dos meses, la Comisión podría 

remitir el asunto al Tribunal de Justicia de la UE. 

 

3.- Dictamen motivado: Transposición DAC 

La Comisión pide a España, entre otros Estados miembros, que comunique las medidas 

nacionales de transposición de los mecanismos de resolución de litigios fiscales. 

La Comisión ha decidido enviar dictámenes motivados a Alemania, Chequia, Chipre, España, 

Grecia, Italia y Luxemburgo por no haber comunicado las medidas nacionales de transposición 

de los mecanismos de resolución de litigios fiscales en la Unión Europea [Directiva (UE) 

2017/1852 del Consejo] antes de la fecha límite del 30 de junio de 2019. Si los citados Estados 
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miembros no actúan en los próximos dos meses, la Comisión podría optar por remitir el asunto 

al Tribunal de Justicia de la UE. Al mismo tiempo, la Comisión ha decidido hoy archivar el 

procedimiento de infracción contra Lituania, que ya ha cumplido sus obligaciones a este 

respecto. 

 


